
 

LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL ESTADO DE 
QUERÉTARO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE 
CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 135 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 17, FRACCIÓN XIX, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE QUERÉTARO, Y 
 

CONSIDERANDO 
 

1. Que mediante oficio No. DGPL 62-II-2-192, la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, remitió a la 
Quincuagésima Séptima Legislatura del Estado de Querétaro, la “Minuta 
Proyecto de Decreto por el que se reforman los párrafos primero y último del 
artículo 25, así como el párrafo primero y tercero del apartado A del artículo 26, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.  
 
 
2. Que el Estado Mexicano, a través de la historia, ha fijado las bases para la 
rectoría económica y la planeación económica; esto se materializó con la 
reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 
febrero de 1983, donde los motivos de la misma se sustentaron en las 
relaciones comerciales entre los países, derivando la necesidad de transformar 
la participación del Estado en la economía y así poder solventar los efectos de 
los movimientos económicos, internacionales y nacionales.  
 
La rectoría económica, como es sabido, es la figura jurídica que se encuentra 
vinculada con la intervención del Estado en la economía, con la finalidad de 
que el país logre un desarrollo y una sustentabilidad acorde a las necesidades 
que en ese momento histórico requería el país. 
 
Es por lo anterior que se insertó en el artículo 25 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos la rectoría del Estado, como base para el 
desarrollo integral del país, cuya finalidad es la obtención de una equilibrada 
distribución del ingreso y la producción. Es por ello, que el Estado planeará, 
conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, teniendo 
también a su cargo el fomento de las actividades que demanda el interés 
general. 
 
En esa vertiente, a los integrantes de esta Legislatura, nos corresponde 
dictaminar una reforma constitucional de gran trascendencia, como fue la del 
año 1983, pero en otro contexto mundial; no se debe olvidar que el mundo de 
hace veinte años, era diverso a lo que se vive hoy; el acceso a la información y 



 

la globalización han traído como consecuencia la necesidad de adaptación a la 
realidad internacional. 
 
Es ese sentido, los esquemas políticos, sociales y económicos han 
evolucionado, lo que ha dado como resultado naciones más competitivas. 
 
 
3.  Que uno de los desafíos que enfrenta nuestro País en este nuevo milenio, 
es alcanzar niveles de crecimiento económico y sustentable para generar la 
consolidación económica a través de la rectoría y la planeación del Estado.  
 
En la actualidad, existen problemas mundiales de desarrollo que impiden una 
consolidación económica, sumándose a ello el impacto económico por el abuso 
de los recursos naturales, razón por la que la comunidad internacional ha ido 
adaptándose a cambios económicos encausados a la protección ambiental y el 
uso eficiente de los recursos. Por ello, es de vital importancia establecer 
políticas que impulsen tanto el desarrollo como el crecimiento económico; esto 
es, generar las condiciones óptimas que permitan a un país conservar, 
sostener e incrementar su productividad, enfocados siempre al cuidado de sus 
recursos. 
 
 
4. Que en esa tesitura, desde la década de los 80’s, se empezó a utilizar una 
expresión denominada competitividad internacional, término empleado en 
estudios referentes al desempeño exportador del país, regímenes cambiarios o 
aspectos de comercio exterior. A través de los años, este término técnico, 
conjuntamente con una economía global, se convirtió en una referencia de 
carácter obligatorio dentro de los documentos gubernamentales y del desarrollo 
del Estado.  
 
La competitividad ha generado que los mercados internacionales se vuelvan 
más exigentes, lo que ha contribuido a entenderla desde otro punto de vista. 
En este sentido, Michel Porter, Profesor de la Universidad de Harvard y 
Director del Centro de Competitividad, expresó: “La competitividad se define 
por la productividad con la que un país utiliza sus recursos humanos, 
económicos y naturales. Para comprender la competitividad, el punto de partida 
son las fuentes subyacentes de prosperidad que posee un país. El nivel de vida 
de un país se determina por la productividad de su economía, que se mide por 
el valor de los bienes y servicios producidos por unidad de sus recursos 
humanos, económicos y naturales. La productividad depende tanto del valor de 
los productos y servicios de un país, medido por los precios que se pagan por 
ellos en los mercados libres, como por la eficiencia con la que pueden 



 

producirse. La productividad también depende de la capacidad de una 
economía para movilizar sus recursos humanos disponibles”. 
 
Por tanto, la verdadera competitividad se mide por la productividad. La 
productividad permite a un país soportar salarios altos, una divisa fuerte y una 
rentabilidad atractiva del capital y con ello, un alto nivel de vida. Lo que más 
importa no es la propiedad o las exportaciones o si las empresas son de 
propiedad nacional o extranjera, sino la naturaleza y la productividad de las 
actividades económicas que se desarrollan en un país determinado; las 
industrias puramente locales sí contribuyen a la competitividad porque su 
productividad no sólo fija el nivel de los salarios en cada sector, sino también 
tiene un impacto importante sobre el coste de la vida y el coste de hacer 
negocios en ese país. 
 
 
5. Que en ese orden de ideas, el concepto de “competitividad” constituye un 
principio que requiere el país para alcanzar el desarrollo económico, a través 
de políticas públicas sustentadas en la competitividad, entendida ésta como el 
conjunto de condiciones necesarias para generar un mayor crecimiento 
económico, promoviendo la inversión y fomentando el bienestar social a través 
de la generación de empleos.  
 
 
6. Que con esta reforma, se darán al gobierno mexicano las herramientas para 
conformar una política que atienda todos los rubros necesarios para alcanzar el 
desarrollo económico, obligando al propio Estado a mejorar las condiciones de 
desarrollo y sustentabilidad que permitan mejorar considerablemente los 
recursos y la economía. Asimismo, México lograría un ambiente económico 
que pueda competir con base en factores como el desempeño económico, 
eficiencia del gobierno, eficiencia para hacer negocios y el desarrollo de 
infraestructura.  
 
Con ello, se obtendrán resultados sólidos con un futuro de crecimiento en la 
economía, lo que impactaría directamente a nuestra sociedad.  
 
 
7. Que la “competitividad” como parte de la función rectora del Estado, 
centraría a las decisiones públicas del gobierno a adecuar e implementar 
mecanismos y condiciones idóneas para elevar los niveles económicos 
actuales, a través de la presente reforma constitucional, que será cimiento para 
crear marcos normativos bajo la observancia de los principios de: Sistema 



 

Financiero Eficiente; promoción del empleo y paz laboral; promoción de la 
productividad y competitividad; y política industrial nacional. 
 
Se destaca de los anteriores puntos, lo relacionado a la implementación de una 
política industrial nacional sobre este rubro, en los últimos años nuestro País 
ha tenido un estancamiento grave dentro del desarrollo industrial. Hoy 
sabemos que la visión de México es insuficiente, corta y simplista, dando como 
resultado que las industrias están estancadas y limitadas. A contrario sensu, 
otros países se han encargado de definir e implementar políticas de impulso y 
fomento industrial por sectores y regiones, aprovechando de la mejor forma sus 
ventajas y oportunidades, logrando impulsar de manera destacada la 
competitividad de todos sus sectores; hoy, son líderes mundiales en esta 
importante precondición para el crecimiento económico. 
 
 
8. Que en consecuencia, México no puede limitarse a políticas obsoletas y 
arcaicas; es necesario que se legisle sobre una política industrial, desde el 
punto de vista de competitividad. En este sentido, la inserción del concepto 
“competitividad” en el orden constitucional, permitirá contar con los 
instrumentos de políticas públicas de los que el país carece en la actualidad y 
que consisten en un programa de competitividad y una política industrial que 
otorguen certidumbre a los actores del crecimiento económico, que garanticen 
la atención prioritaria de impulso y fomento que el Estado debe proveer. 
 
 
9. Que al respecto, la Quincuagésima Séptima Legislatura del Estado de 
Querétaro, coincide con el propósito del legislador federal, de incluir dichos 
instrumentos de política pública en el esquema de planeación de desarrollo 
previsto por el artículo 26 de nuestra Constitución Política, permitiendo así que 
en el Plan Nacional de Desarrollo se incluyan las estrategias necesarias para 
garantizar la vigencia, continuidad y actualización de las políticas de 
competitividad y de desarrollo industrial.  
 
 
10. Que al tenor de la Minuta remitida por la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, el texto respectivo quedaría conforme a lo siguiente: 

 
 

“MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN 
LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y ÚLTIMO DEL ARTÍCULO 25, ASÍ COMO 
EL PÁRRAFO PRIMERO Y TERCERO DEL APARTADO A DEL 
ARTÍCULO 26, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 



 

 
 
ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMAN los párrafos primero y último del 
artículo 25, así como el párrafo primero y tercero del apartado A del 
artículo 26, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue: 
 
Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para 
garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la Soberanía 
de la Nación y su régimen democrático y que, mediante la competitividad, 
el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa 
distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad 
y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad 
protege esta Constitución. La competitividad se entenderá como el 
conjunto de condiciones necesarias para generar un mayor 
crecimiento económico, promoviendo la inversión y la generación de 
empleo.  
... 
... 
... 
... 
... 
... 
 
La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los 
particulares y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del 
sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, promoviendo 
la competitividad e implementando una política nacional para el 
desarrollo industrial que incluya vertientes sectoriales y regionales, 
en los términos que establece esta Constitución.  
 
Artículo 26. 
 
A. El Estado organizará un sistema de planeación democrática del 
desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, 
permanencia y equidad al crecimiento de la economía para la 
independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 
 
... 
 
La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los procedimientos de 
participación y consulta popular en el sistema nacional de planeación 
democrática, y los criterios para la formulación, instrumentación, control y 
evaluación del plan y los programas de desarrollo. Asimismo determinará 
los órganos responsables del proceso de planeación y las bases para que 
el Ejecutivo federal coordine mediante convenios con los gobiernos de las 
entidades federativas e induzca y concierte con los particulares las 
acciones a realizar para su elaboración y ejecución. El plan nacional de 



 

desarrollo considerará la continuidad y adaptaciones necesarias de la 
política nacional para el desarrollo industrial, con vertientes 
sectoriales y regionales.  
 
... 
 
B. ... 
 

 
TRANSITORIOS 

 
Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Artículo Segundo. El Ejecutivo Federal tendrá un plazo de 16 meses para 
iniciar las leyes reglamentarias pertinentes a la presente reforma”. 

 

Que por lo expuesto y fundado, la Quincuagésima Séptima Legislatura del 
Estado de Querétaro, emite el siguiente: 

 
 
DECRETO POR EL QUE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA 
DEL ESTADO DE QUERÉTARO, APRUEBA LA MINUTA PROYECTO DE 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y 
ÚLTIMO DEL ARTÍCULO 25, ASÍ COMO EL PÁRRAFO PRIMERO Y 
TERCERO DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 26, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
Artículo Único. La Quincuagésima Séptima Legislatura del Estado de 
Querétaro expresa su voto favorable a la “Minuta Proyecto de Decreto por el 
que se reforman los párrafos primero y último del artículo 25, así como el 
párrafo primero y tercero del apartado A del artículo 26, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. 

 
 

TRANSITORIOS 
 
Artículo Primero. Este Decreto entrará en vigor el día de su aprobación por el 
Pleno de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Estado de Querétaro. 
 
Artículo Segundo. Remítase el presente Decreto al Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, para los efectos de lo dispuesto por el artículo 135 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 



 

LO TENDRÁ ENTENDIDO EL CIUDADANO GOBERNADOR 
CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE QUERÉTARO Y MANDARÁ SE 
IMPRIMA Y PUBLIQUE. 
 
DADO EN EL SALÓN DE SESIONES “CONSTITUYENTES 1916-1917” 
RECINTO OFICIAL DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO DE 
QUERÉTARO, EL DÍA PRIMERO DEL MES DE FEBRERO DEL AÑO DOS 
MIL TRECE.  

 
 

A T E N T A M E N T E 
QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA  

DEL ESTADO DE QUERÉTARO 
MESA DIRECTIVA 

 
 
 
 

DIP. BRAULIO MARIO GUERRA URBIOLA 
PRESIDENTE 

 
 
 
 

DIP. DIEGO FOYO LÓPÉZ 
SEGUNDO SECRETARIO 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
(HOJA DE FIRMAS DEL DECRETO POR EL QUE LA QUINCUAGÉSIMA 
SÉPTIMA LEGISLATURA DEL ESTADO DE QUERÉTARO, APRUEBA LA 
MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS 
PÁRRAFOS PRIMERO Y ÚLTIMO DEL ARTÍCULO 25, ASÍ COMO EL 
PÁRRAFO PRIMERO Y TERCERO DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 26, DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS) 


